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La situación social de América Latina es un escándalo. En 1990, el 46% de los latinoamericanos vivía en la pobreza y cerca de la mitad de ellos eran indigentes carentes de recursos para satisfacer fundamentales necesidades. La cantidad de pobres es hoy mayor que a comienzos de la década del 70: en 1990 era de 195 millones, 76 millones más que en 1970. Esta cifra apabullante incluye 93 millones de indigentes, 28 millones más que en 1970
. Pero el problema no radica meramente en la pobreza: no es menos importante el agudo aumento de la desigualdad que ocurrió en la región durante las décadas del setenta y/o el ochenta. El rápido crecimiento económico de algunos países a fines de la década del ochenta y/o principios de la del noventa no logró revertir esta tendencia
. Los ricos son más ricos, la cantidad de pobres e indigentes ha aumentado
 y, como veremos, los sectores medios se han dividido: por un lado están los que consiguieron navegar exitosamente las crisis económicas y los planes de estabilización; por el otro, los que cayeron en la pobreza o están cerca de atravesar la línea que los separa de ésta.


Por añadidura, desde alrededor de 1970 algunos países que eran excepciones parciales a la regla general (la Argentina y Chile) aumentaron agudamente su pobreza y su desigualdad, pese a que en los últimos tiempos tuvieron un rápido crecimiento económico. Costa Rica y, en menor grado el Uruguay mantuvieron su situación previa a aquellos años; sólo Colombia mejoró, pero marginalmente y a partir de niveles más altos de pobreza y desigualdad que los existentes en los países antes mencionados. Si contemplamos el panorama desde otro ángulo, los indicadores de alfabetización, mortalidad infantil y esperanza de vida mejoraron, pero incluso en los países que ya en la década del sesenta contaban con los rudimentos de un Estado de Bienestar (la Argentina, Brasil, Chile) tanto el acceso de los pobres a los servicios sociales como la calidad de éstos empeoraron. Incluyo en esos servicios la salud, la vivienda y el valor real de las jubilaciones y pensiones; en el rubro de la educación la situación es más ambigua, ya que el aumento global de la matrícula ha sido acompañado por el deterioro de la calidad de la enseñanza pública, la única a la que los pobres y buena parte de los sectores medios pueden acceder. De los países pioneros en materia de Estado de Bienestar, únicamente el Uruguay escapó a esta generalizada decadencia. Además, en el conjunto de América latina el sector informal aumentó de 25,6% de la fuerza laboral no agropecuaria en 1980, a 31,9% en la década del noventa, a la vez que el ingreso familiar y per cápita en el sector informal disminuyó y su desigualdad interna aumentó. Por último, aunque esto no es lo menos importante, las mujeres y los niños siguen siendo las mayores víctimas de la pobreza y el empobrecimiento.


Aquí no me ocuparé en detalle de los datos pertinentes. Me limitaré a presentar ciertos problemas y a proponer algunos criterios que podrían ser útiles, desde una perspectiva política, para los actuales debates sobre la pobreza y la desigualdad en América latina.

II


Pobreza generalizada y profunda desigualdad social son características de América latina que se remontan al período colonial. Ellas se han agravado en lugar de superado. Se podría sostener que en algunos países, sobre todo los que en años recientes tuvieron altos índices de crecimiento económico, no hubo un giro tan desfavorable con relación a estos problemas; pero ya vimos que incluso en estos países los datos sobre la pobreza y la desigualdad empeoraron con respecto a los de la década del sesenta y comienzos de la del setenta
. También podría argumentarse, como lo hizo la tónica neoconservadora predominante en la década del ochenta, que el actual aumento de la pobreza y la desigualdad es consecuencia inevitable de la corrección de errores cometidos en el pasado. O bien se podría simplemente ignorar dichas tendencias y refugiarse en uno de los tantos pretextos que inventamos los seres humanos para justificar nuestra indiferencia con el prójimo. De una u otra manera, estas posiciones naturalizan la pobreza y la desigualdad: aunque los argumentos no son los mismos que los empleados hace siglos, ellos siguen considerando la pobreza y la desigualdad el resultado inevitable de un orden natural de las cosas. Para este punto de vista, por más que uno pueda lamentar algunas de las consecuencias de ese orden, sería inútil, por no decir insensato, tratar de modificarlo. 

III


Si no compartimos las posiciones esbozadas antes debemos, nos guste o no, reconocer algunos hechos:


1) Las necesidades provocadas por la pobreza son tantas y tan vitales que algunos individuos altruistas se sienten moral y profesionalmente impulsados a aliviarlas. Pero estos empeños y los conocimientos especializados que demandan, no deberían impedir captar el cuadro general en que se inscriben la pobreza y la desigualdad, y a partir de ello forjar alianzas basadas en coincidencias en torno de una visión desnaturalizada de esos males. Por cierto, las medidas puntualmente correctivas son dignas de elogio, ya que pueden producir cambios importantes en la situación de los seres humanos concretamente involucrados en cada caso. En el extremo opuesto de esta actitud, también me parece loable la indignación moral que lleva a la enérgica condena de esos males y a la formulación de propuestas para un mundo mucho mejor, pero con frecuencia no se nos dice cómo pasar de una situación a la otra y entretanto tales invocaciones suelen desdeñar, por inútiles o hasta por últimamente reforzadoras de dichos males, las medidas "puramente" correctivas.

 
2) En algún punto intermedio entre las dos posiciones recién delineadas, tenemos las recomendaciones típicas de los informes de diversas comisiones y organizaciones internacionales, con las cuales coincido en la mayoría de los casos
. Entre ellas cabe mencionar el mejoramiento de la recaudación impositiva y la adopción de un sistema tributario menos regresivo; el aumento de la inversión en políticas sociales y la búsqueda de medios más creativos de cooperación entre el Estado y diversas organizaciones no gubernamentales; la necesidad de seleccionar apropiadamente los destinatarios de las políticas sociales; la promoción de la participación popular y otras buenas ideas de las que no necesito ocuparme en detalle aquí. Si bien en algunos países algo se avanzó en algunos de estos planos, una pregunta obvia es por qué se pusieron en práctica tan pocos de los - en general - buenos consejos ofrecidos por esas instituciones.


3) Los pobres son políticamente débiles. La lucha permanente que deben librar por la supervivencia no es propicia, salvo en situaciones específicas (y, por lo común, esporádicas) para su organización y movilización. Además, esa debilidad brinda amplia oportunidad para múltiples tácticas de cooptación, represión selectiva y aislamiento político. La democracia importa, ya que los pobres pueden usar su voto para apoyar partidos comprometidos con el mejoramiento de su situación; pero estos partidos, en caso de llegar al gobierno, enfrentan graves restricciones políticas y económicas para llevar a cabo esos propósitos (si es que, para comenzar, realmente los tenían). Por añadidura, esos partidos no pueden dejar de tener en cuenta que no pocas políticas favorables a los pobres tienden a generar oposición no sólo entre los privilegiados sino también entre importantes sectores de la clase media que, debido a sus propios padecimientos durante las recientes crisis económicas, sienten que son ellos los que merecen tratamiento preferencial. Estas inquietudes, de las cuales volveré a ocuparme, pueden cristalizar en una coalición de veto que no sólo pondría en peligro los objetivos sociales de un gobierno sino también la estabilidad o el crecimiento económico que se podría haber alcanzado. 

IV

Para remediar los abrumadores problemas de pobreza y desigualdad que sufren nuestros países, buenas intenciones y consejos son necesarios pero no suficientes. Parece indudable que las condiciones políticas y económicas actualmente prevalecientes no propenden a que se de prioridad a la erradicación de la pobreza y a una reducción significativa de la desigualdad.


¿Qué se puede hacer, entonces? Los reformadores potenciales podrían usar algunas tácticas típicas:


1) Apelar a los temores de los privilegiados. La actitud humana, demasiado humana, de los pobres, en especial de los indigentes, no consiste en la "salida" ni en el ejercicio de la "voz" que Hirschman analizó en un estudio clásico. Su actitud consiste en padecer en silencio. Pero a veces se rebelan con furia: Chiapas es sólo el más espectacular de los casos recientes. Aunque hoy nadie cree seriamente en la posibilidad de una revolución social, tales episodios dan algo de verosimilitud a argumentos según los cuales los privilegiados deberían hacer "algunos sacrificios" si no quieren que todo estalle. Esto permite que al menos las regiones rebeldes obtengan algunos recursos de instituciones nacionales e internacionales. Pero una dura ley de la política dice que estos problemas desaparecen de la agenda nacional tan pronto la región de marras vuelve a su silencioso sufrimiento. Además, estos problemas también se suelen abordar con medidas como represión, intentos de cooptación (cuando no de asesinato) de los dirigentes de esos movimientos, fomento de divisiones entre sus participantes y otras lindezas.


2) Apelar al interés propio esclarecido de los privilegiados. Este argumento consiste en aducir que a mediano o largo plazo los propios privilegios se perjudican si no comienzan a enfrentar desde ya al menos algunos aspectos de un problema dado. Un ejemplo es el argumento (que me suena correcto) según el cual el crecimiento futuro de un país se verá seriamente amenazado si los trabajadores carecen de capacidades para que un país dado sea competitivo en la economía mundial. Pero como apelación general ésta tiende a quedar atrapada en un problema de acción colectiva: ¿por qué motivo habría yo de sacrificar mis ingresos personales o los de mi empresa en aras de una situación futura más favorable, si no puedo tener seguridad de que los demás contribuirán también en grado suficiente a generarla?
. Además, si estoy convencido de que el sombrío pronóstico de estancamiento económico es correcto, ¿no es ésta una buena razón para que sea reacio a mantener en ese país mis ahorros o mis inversiones actuales o futuras?


Así, pues, estos dos tipos de apelación pueden tener resultados positivos, pero sus consecuencias suelen ser limitadas, ambivalentes y de corto plazo. Adviértase que en ambos casos se apela a los intereses particulares de los privilegiados; ninguna de estas apelaciones reemplaza el reconocimiento de que podría existir un interés público, que va más allá de cualquier interés privado, en remediar la pobreza y la desigualdad - anticipo que más adelante argumentaré - que la afirmación de tal interés público sólo pueden fundarse en el convencimiento de que todos los seres humanos comparten una misma dignidad y, por lo tanto, un mismo derecho a básicas libertades y recursos
. 


Admito que el lenguaje que estoy usando es ajeno a las modas vigentes, no sólo en América latina. Peor aún, mis argumentos conducen hacia temas últimamente muy desvalorizados, tales como la política, los políticos y el Estado. Pero creo que sólo a través de la política, con sus diálogos y sus conflictos, puede llegar a hacerse un argumento convincente acerca del interés público. También creo que sólo a través del Estado, por medio de sus propias acciones y las que estimule en otros agentes (empezando por salvarlos de problemas de acción colectiva como el antes mencionado) es posible movilizar y concretar dicho interés. Esto implica construir el tipo de Estado que, después de los vendavales de las crisis socioeconómicas, de los programas de estabilización y de los embates de antiestatismo enragé que hemos sufrido, salvo escasas y asiladas excepciones no tenemos: un Estado fuerte. "Fuerte" no significa "grande". Entiendo por "Estado fuerte" uno que posee varias características interrelacionadas: un cuerpo de funcionarios bien calificado, razonablemente motivado y poco corrupto; razonable capacidad de formular e implementar políticas públicas; un tipo de apertura a la sociedad que no equivalga a ser colonizado por ésta; un grado no insignificante de transparencia y accountability
, y sensibilidad ante los temas y prioridades generados por medio de un proceso político democrático.


Moisés Naim señala correctamente que después de la medidas de estabilización económica (que no exigieron disponer de gran capacidad burocrática), han surgido para el Estado tareas mucho más complicadas. El desafío de retomar el crecimiento económico, sobre todo de lograr que sea sostenido, requiere hoy que el Estado emprenda acciones muy complejas y bien calibradas. En consecuencia, destaca Naim, se necesita mejorar en alto grado la capacidad de las instituciones estatales ligadas a las políticas económicas.


Todo indica que esta necesidad es aún mayor en lo tocante a la política social. A lo largo de las crisis que hemos atravesado, prácticamente todos quienes han podido se han independizado de los servicios estatales gracias a los medios de transporte privados, los servicios privados o privatizados de salud y educación, y los planes privados de jubilación. Por otro lado, los sueldos, las condiciones de trabajo y las perspectivas profesionales de los funcionarios del área social que están en contacto directo con los pobres y les ofrecen servicios (trabajadores de la sanidad, maestras, asistentes sociales) se deterioraron tremendamente. Algo semejante cabe decir de los funcionarios de la burocracia central que trabajan en la política social, tanto en el plano nacional como, especialmente, el local. Es sabido que estas esferas del Estado han sido ha menudo bastiones de clientelismo e ineficiencia, pero el blitzkrieg (guerra relámpago) desatado contra ellas con el propósito de reducir el déficit fiscal o por mero antiestatismo no hizo nada por mejorar su situación
.  Por el contrario, en varios países, el nuestro incluido, esa ofensiva prácticamente amputó el brazo del Estado más necesario para llevar a cabo políticas sociales razonablemente eficaces. El problema se complica aún más debido a la alta motivación y las variadas calificaciones que deben poseer los funcionarios encargados de estos servicios para que su desempeño sea adecuado. 


En lo que se refiere a las actuales prioridades en materia de políticas públicas, hay un hecho elocuente: si bien en varios países se han realizado en los últimos tiempos intentos por mejorar el desempeño del Estado en el área de la política económica, salvo -que yo sepa- en Chile no se ha hecho ningún intento equivalente en el área de la política social. Pese a abrumadora evidencia en contrario, parece seguir prevaleciendo la creencia de que el mercado se hará cargo de todo, incluidos los pobres...

V


Cualquiera que recorre una ciudad de Estados Unidos advierte cuan difícil es erradicar la pobreza en ese país, pese a que las condiciones generales son tanto más favorables que las existentes en América latina. Asimismo, desde la década del ochenta ha aumentado la desigualdad en la mayoría de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), especialmente en Gran Bretaña, Nueva Zelanda y  Estados Unidos, donde se siguieron políticas económicas semejantes a las adoptadas en el mismo período en nuestros países. Aún sin entrar a considerar cuánto más profundas y arraigadas están en América Latina la pobreza y la desigualdad, estas referencias introducen una  nota de cautela. ¿Qué es lo que realmente podemos esperar, y en qué lapso?


Como ya señalé, la magnitud y complejidad de la tarea necesaria para que nuestros países alcancen un nivel decente de bienestar social alientan (con importante ayuda de ideologías conservadoras, algunas de las cuales se disfrazan de ciencia económica) una posición que naturaliza estos problemas. Frente a esto, puede ser tentador asumir una actitud de optimismo acrítico: dado que el problema global es tan difícil de manejar, olvidémonos de él; concentrémonos, tanto en círculos gubernamentales como no gubernamentales y académicos, en cuestiones puntuales y en los éxitos eventualmente logrados en ellas, y descartemos como “pesimistas” a todos lo que insisten en considerar también el cuadro general. Este optimismo es útil, pues estimula y justifica las medidas correctivas puntuales que antes elogié. Pero no  podemos dejar de tener presente el cuadro general; esto es, sea cual fuere nuestro grado de optimismo, debemos pasarlo por el cedazo de la situación fuertemente estructurada que, tanto por razones históricas como recientes, hoy enfrentamos en lo que se refiere a la pobreza y la desigualdad.

VI


Acabo de dejar implícita una pregunta fundamental: ¿Cuál es ese “cuadro general”? Aquí me limitaré a bosquejar algunas características que me parecen relevantes. Ellas son expresión de lo que Altamir denomina “una  pauta histórica de desarrollo estructuralmente desequilibrado y socialmente excluyente”. Esto puede sintetizarse en una imagen a la que han recurrido con frecuencia los estudiosos de América latina: el dualismo. Muchos países han sido dualistas desde la época colonial; otros que no lo eran, como la Argentina y Chile, se volvieron dualistas en las dos últimas décadas; actualmente sólo Costa Rica y el Uruguay no se amoldan a esta categoría. El concepto de dualismo evoca la coexistencia de dos mundos separados dentro de las fronteras de un mismo país. Uno es el mundo de los ricos, así como el de los sectores de la clase media y de la clase obrera que han podido alcanzar niveles razonables de ingreso, educación, vivienda, seguridad personal y otros bienes conexos. El otro es el mundo de los desposeídos, compuesto predominantemente aunque no exclusivamente por los pobres tal como los clasifican los estudios que he venido citando. Pero, contra las concepciones simplistas del dualismo, hay que agregar que esos dos mundos no están desvinculados; ellos están estrechamente conectados: tanto, que no pueden entenderse si no se tienen en cuenta esas conexiones; dos ejemplos, entre otros, son los estrechos vínculos que existen entre el sector formal y el informal de la economía, estudiados por diversos autores y la masiva presencia de indigentes en las mismas ciudades que los ricos habitan.


Ya vimos que la cantidad de pobres ha aumentado. Además, si bien no conocemos su número exacto, muchos otros se tambalean apenas por encima de la (baja) línea que los datos definen como límite superior de la pobreza. Me refiero a los segmentos de la clase media y de la antigua clase obrera que corren el riesgo de caer en una categoría inventada por los sociólogos a raíz de las catástrofes sociales de las dos últimas décadas, los “nuevos pobres”. Esto es bien sabido. Quizá sea menos evidente que, para decirlo de alguna manera, los privilegiados se estén yendo. El contraste entre la cantidad y calidad de los bienes y servicios de que ellos disfrutan y de los que están al alcance de los pobres, es mayor y más notorio que nunca. Por añadidura, en un mundo que se globaliza velozmente, los pobres no pueden hacer mucho más que contemplar booms de consumo que, siguiendo una vieja tradición latinoamericana, vuelven a nuestros ricos aún más ostentosos que los de los países en que tienen su origen los bienes y servicios de que aquéllos gozan. Aparte de esa contemplación, lo único que han recibido los pobres de la globalización y de la manera en que se entienden los requerimientos de competitividad nacional en una economía mundial, han sido políticas fiscales y reformas laborales que les son perjudiciales. Si esta situación generará rebeliones populares basadas en expectativas insatisfechas o reforzará pautas de exclusión social y de anomia individual es una pregunta para la que no tengo los elementos teóricos y empíricos necesarios para contestar.


Como argumenta Tokman, para ser realmente eficaces, las medidas que pretendan resolver, o al menos aliviar considerablemente, la pobreza y la desigualdad tendrían que basarse en una amplia y efectiva solidaridad social. Agrego que esta solidaridad, a su vez, sólo puede basarse en el reconocimiento del deber de cada uno de obrar con respeto y decencia con todos los otros. El agudo y creciente dualismo de nuestras sociedades constituye un serio obstáculo para que surja esa solidaridad. Las distancias sociales han aumentado y los ricos tienden a aislarse cada vez más del mundo extraño e inquietante de los desposeídos. Los guetos fortificados de los ricos son testimonio del abismo que los separa de buena parte de la población de sus países.

VII


Entonces, ¿qué se puede hacer? Me temo que poco en cuanto a modificar la situación general, al menos en el corto y mediano plazo. Bastante, en cambio, como ya comenté, en términos de medidas correctivas puntuales, no sólo porque ellas pueden provocar cambios importantes en la situación de diversos individuos concretos, sino también porque esas medidas son fuente de enseñanzas que, con las debidas precauciones metodológicas, pueden ser provechosamente difundidas.  Y tampoco hay que subestimar los avances que se pueden conseguir martillando con propuestas de políticas más globales y con la necesidad de contar con más y mejores datos de pobreza y desigualdad.


En esta línea de pensamiento, señalo a continuación algunas cosas que, se me ocurre, podríamos hacer mejor:


A) Analizar de manera más sistemática y comparativa políticas sociales públicas y privadas (incluidas las no pocas que, cabe suponer, hasta ahora ni siquiera sabemos que existen), a fin de aumentar el conocimiento y la difusión de experimentos exitosos así como –no menos importantes- de las lecciones derivables de errores y fracasos.


B) Ya comenté que parece desconcertante que se haya prestado tan poca atención a tantas, presumiblemente buenas, recomendaciones de política social. Creo que esto en parte obedece a que todavía no hemos estudiado suficientemente las relaciones entre esas políticas, por un lado, y el grado y las maneras en que su implementación entrañaría modificaciones en el contenido y la orientación de las políticas económicas, por el otro. Ésta es una importante tarea intelectual, en muy buena medida aún pendiente. Aquí quiero ofrecer una sugerencia genérica: es hora de que la política social recupere un grado considerable de autonomía en relación con la política económica. Ninguna persona razonable discute hoy que incluso para lograr eficacia en la esfera social se necesitan los recursos resultantes de políticas económicas inteligentes y responsables. Pero en los últimos tiempos la política económica ha soslayado por entero la dimensión social, la ha abordado exclusivamente en términos de sus consecuencias económicas (por añadidura estrechamente definidas) o ha prestado atención a la cuestiones sociales sólo cuando éstas parecieron poner en peligro el logro de los objetivos económicos. Ninguna sociedad decente se construyó jamás sobre una base tan unilateral. Por lo menos, si es que (como es de esperar, aunque confieso que no estoy seguro) hemos dejado atrás los peores abismos de las crisis económicas, no hay motivo para seguir considerando la dimensión social del pariente pobre de la económica. Desde luego, siempre habrá quienes descarten esto por entender que conduce a la “irresponsabilidad económica”. Una importante tarea política consistirá en persuadir a muchos de que no es así, y que a mediano y largo plazo una situación socialmente más equilibrada será provechosa, si no necesaria, incluso para un crecimiento económico sostenible.


C) como lo mejor es enemigo de lo bueno y como sin duda existen importantes limitaciones económicas y políticas, no abogo por el pleno y total fortalecimiento del sector estatal encargado de las políticas sociales. A través de un proceso político abierto a múltiples voces, entre ellas las de los pobres, se deberían escoger ciertas áreas de problemas por su particular urgencia y por ser proclives tanto a rendir resultados efectivos como a generar aprendizajes trasladables a otras áreas. También será menester invertir en el robustecimiento de los organismos públicos involucrados y preocuparse realmente por averiguar qué esperan y desean los presuntos beneficiarios de tales programas. Quienes los elaboren deberían asimismo crear oportunidades para el intercambio de experiencias con otros programas similares o convergentes y para realizar serias evaluaciones de esas experiencias. 


Para avanzar en estas direcciones se precisará un serio compromiso ético, habilidad política y lucidez intelectual. Los individuos altruistas tienen en sí mismos el principal recurso y motivación para aprender estas acciones.  Como vimos sus empeños pueden encontrar apoyo en las apelaciones al temor y/o al interés propio esclarecido. Esto no es poco, pero probablemente no alcance para, al menos, erradicar la indigencia y parte
 de la pobreza, ni mucho menos para lograr grados razonables de igualdad social antes de las calendas griegas. 
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Existe otra posibilidad. Por sí sola no nos llevará a la tierra prometida, pero combinada con las que ya he analizado (y otras que sin duda se me escapan) tal vez nos acerque a ella. Me refiero a un tercer argumento del posible reformador:


3) Establecer un nexo causal entre el problema definido como prioritario y otro que probablemente atraiga mayor apoyo que este.

En rigor, esto no es algo novedoso en el presente artículo, ya que apelar al temor o al interés propio esclarecido son casos particulares de la regla general que acabo de enunciar. Pero el temor no suscita la más nobles tendencias humanas y es probable que la apelación pierda eficacia una vez desaparecido el motivo que la originó. Además, en la medida en que las apelaciones al interés propio se refieren a intereses particulares, sus consecuencias tienden a ser limitadas y ambivalentes. Lo que voy a sugerir es vincular la superación de la pobreza y la desigualdad con algo que se podría argumentar que constituye un interés público general: la democracia.


Me apresuro a añadir que esta sugerencia es complicada. Para empezar por más que se elaboren con cuidado aquellos nexos causales (lo cual no es tarea de poco monta), para que la argumentación resulte convincente a uno debe importarle realmente la democracia. Ahora bien: ¿por qué habría de interesarle realmente la democracia a los privilegiados?. Se han dado varias respuestas, ninguna de las cuales garantiza que sea así: 

1) A los sectores privilegiados –en particular, pero no exclusivamente los dueños y altos dirigentes de empresas- les interesa la democracia porque si se la suprime es probable que la suceda un régimen militar, y los militares han demostrado que son poco confiables en cuanto a sustentar, instrumentar y mantener políticas “orientadas al mercado”. Como si bien sabemos, en casos extremos, estos regímenes pueden perder la cabeza, aterrorizar a buena parte de la población y hasta a emprender aventuradas guerras extremas. 

2) En general, los gobiernos democráticos actuales deciden, implementan y mantienen políticas gracias a las cuales a los sectores privilegiados le va por cierto muy bien; para decirlo con todas las palabras, ellos son, más que nunca, clases dominantes. Esto incluye un acceso de esos sectores a la formulación e implementación de políticas públicas mayor que el que usualmente consiguen con los regímenes militares.

3) No hay probabilidad seria de que ganen elecciones nacionales partidos resueltos a provocar cambios radicales en los parámetros capitalistas de la sociedad.

4) Dado el clima de opinión existente en el plano internacional, emprender o apoyar la aventura de una regresión autoritaria resultaría más costoso que décadas atrás
.

5) Cuando alguien se encuentra en el extranjero, suele resultar embarazoso que se pregunte: “ Su país está sometido a una dictadura ¿ No es así ?”. Como he comprobado aun con férreos partidarios de nuestro regímenes autoritarios del pasado, a nadie le gusta ser percibido como miembro de una tribu primitiva. Además, parte del clima de opinión prevaleciente en el mundo actual consiste en que también las empresas y los dirigentes políticos internacionales han aprendido que los regímenes militares son poco confiables y están tan satisfechos como sus contrapartidas nacionales con las medidas que hoy adoptan la mayoría de los gobiernos latinoamericanos: Pago bastante riguroso de la deuda externa, eliminación de obstáculos a la remesa de ganancias al exterior, liberalización financiera y comercial, altas tasas de interés internas y privatizaciones que no siempre se distinguen fácilmente de dádivas a sus adjudicatarios.

Estas son razones pragmáticas para aceptar la democracia. Como tales, están sujetas a cambio en caso de que se modifiquen los contextos que las sustentan. Esto no carece de importancia, pero deberíamos aspirar a fundamentar compromisos más sustantivos. En este sentido me parece que el argumento moral y político valedero es que la democracia se funda en valores que exigen una actitud respetuosa hacia la dignidad y autonomía de cada ser humano; nada más y nada menos, aunque admito que a algunos lo dicho les suene un poco ridículo.  


Frente a la replica obvia que el respeto por esas cualidades no está exactamente en su apogeo en nuestras democracias, se puede responder que, por imperfecta que sea la democracia en la actualidad, por el hecho de basarse en esos valores ofrece mayores posibilidades que cualquier otra forma política de que algún día se materialicen
. Siguiendo a Schumpeter, diversos autores contemporáneos definen la democracia como un mecanismo que a través de elecciones competitivas decide quién gobernará un país durante un período dado. Esta dimensión, propiamente política, me parece un componente necesario pero insuficiente de la definición de democracia: si ésta no fuera además una apuesta a favor de la dignidad y autonomía del individuo, carecería de la extraordinaria fuerza moral que ha evidenciado tantas veces en la historia. La democracia política, o poliarquía, es una parte, sumamente importante por cierto, de lo que debería ser una concepción más amplia de la democracia, centrada en el reconocimiento en todo individuo de aquellas características.

IX


En la América latina contemporánea la brecha entre esos valores y su materialización es enorme. Pero no debería por ello saltarse a la conclusión de que esa brecha, per se, va a eliminar la democracia política. El ejemplo de la India demuestra que la poliarquía puede sobrevivir largo tiempo en medio de una enorme pobreza y desigualdad y algunas de nuestras nuevas democracias han soportado crisis (incluido el rápido empobrecimiento de amplios sectores de la población) que no mucho tiempo atrás habrían provocado de inmediato golpes militares y/o levantamientos revolucionarios.


La verdadera cuestión radica en la calidad de la democracia. Los ciudadanos son la contrapartida individual de un régimen y un estado democráticos. Se supone que el conjunto de derechos sancionados en las constituciones modernas protege y potencia a los ciudadanos. El fundamento de la ciudadanía es la premisa de la autonomía de todos los individuos y, consecuentemente, de su igualdad básica. Sin esta premisa carecería de sentido, aun la definición estrictamente política de democracia, pues la autonomía y la igualdad de cada uno están presupuestas en el acto de elegir entre candidatos rivales y de computar cada voto como uno, independientemente de la condición social del votante. Una ciudadanía efectiva no consiste únicamente en votar sin coacción; es también un modo de relación entre los ciudadanos y el Estado, y de los ciudadanos entre sí. Es una modalidad continua de relación, antes, durante y después de las elecciones, entre individuos protegidos y potenciados por su condición de ciudadanos. No se transgrede menos la ciudadanía cuando se coacciona al votante que cuando una mujer golpeada o un campesino maltratado no tienen esperanza de que un juez sancione el acto cometido contra ellos, o cuando el hogar de una familia pobre es invadido ilegalmente por la policía. En estos y otros sentidos, en nuestras democracias sufrimos de lo que he llamado una ciudadanía trunca o "de baja intensidad". En muchas regiones y ciudades y para buena parte de la población "la ley se acata pero no se cumple", como reza la máxima tradicional. El Estado de Derecho, corolario y soporte de la ciudadanía y, por lo tanto, elemento central de la democracia, sólo rige de manera intermitente en nuestros países. La violencia generalizada, la ineficiencia, si no la venalidad, de la justicia y el abuso impune de toda clase de poderes, públicos y privados, aumenta la imprevisibilidad y las penurias del cotidiano de muchos
. 


Muchos ricos optan, como ya apunté, por la opción hirschmaniana de la salida: viven en guetos fortificados, envían a sus hijos a colegios bien protegidos donde ellos sólo tienen contactos con niños/as como ellos/as, trasladan sus oficinas fuera del centro de la ciudad o lejos de las zonas peligrosas, desconfían por buenas razones de una policía ineficiente y a menudo corrupta y contratan vigilancia privada, y convierten a la sociedad transnacional en el marco de referencia del mayor número de actividades posibles. Estos procesos también se observan en Estados Unidos y otros países ricos, pero me parece evidente que han avanzado mucho más en América latina. 

Pero, por otro lado, la realidad de una sociedad extremadamente desigual y empobrecida no deja de filtrarse en la vida de los privilegiados: en lo que no pueden dejar de ver en sus viajes de ida y vuelta al trabajo o al colegio, en los horrores que diariamente pone de relieve la televisión, en los peligros generados por la droga y su tráfico, en el temor a los secuestros y en otros amenazantes rasgos de estas sociedades se alimentan las tendencias de los privilegiados a refugiarse en una vida cada vez más atrincherada contra buena parte del resto de la sociedad.


Para describir estas situaciones se precisa talento literario. Aquí sólo puedo señalar su profunda ambivalencia. Por un lado, ellas generan un mayor alejamiento de los privilegiados, a quienes puede tentarles apoyar medidas tan ilegales como severamente represivas contra las clases peligrosas. Por otro lado, pese a sus inconvenientes la actual situación tiene importantes ventajas para los privilegiados, entre otras una mano de obra barata y abundante, tanto en la fábrica y la oficina como en casa
. No me parece desatinado temer que esta mezcla de reclusión con apoyo a la represión es el rumbo que se esta tomando. En ese escenario la democracia, entendida estrictamente como un proceso electoral razonablemente limpio y competitivo, tal vez podría sobrevivir. Pero su calidad sería deprimente
.
X


Sin embargo, la percepción de este sombrío panorama podría movilizar valores y solidaridades capaces de transformar la situación existente. Dado que nadie puede librarse por completo de las consecuencias de la extendida pobreza y de la profunda desigualdad, y dado también que ambas agravian directa y profundamente los valores en los que se funda la democracia, podría derivarse un argumento general acerca de la obligación y necesidad de comprometerse con el mejoramiento de la calidad de estas democracias. Este argumento sólo puede volverse, a través de la política, un argumento propiamente de bien público si es compartido por una amplia coalición de fuerzas sociales y políticas. 

Ya señalé algunas de las dificultades que en caso de crearse probablemente enfrentaría esa coalición. Para reflexionar un poco más sobre éste tema, es útil advertir que el concepto de dualismo, como toda dicotomía, es una simplificación de limitada utilidad. Sirve para subrayar que en nuestros países existen dos polos y que éstos se han ido distanciando entre sí, pero ignora varios segmentos de la población que en realidad no pertenecer a ninguno de esos polos.  Aunque el término "sectores medios" es poco preciso, a falta de uno mejor lo utilizaré para aludir a quienes se encuentran en algún punto intermedio entre los verdaderamente ricos y los verdaderamente pobres. Desafortunadamente sabemos poco sobre estos sectores, sobre todo acerca de su situación después de los profundos cambios que en las dos últimas décadas tienen que haber provocado en ellos las crisis económicas y los programas de estabilización. Sin embargo, algunos datos sugieren que, tal como ocurrió con el resto de la sociedad, dentro de los propios sectores medios se ha producido una intensa diferenciación. Considerables reducciones en el monto de las jubilaciones y pensiones, así como de los sueldos de los empleados públicos; el desempleo resultante de privatizaciones y diversos programas de "racionalización" del aparato estatal; el alto índice de quiebras de pequeñas empresas durante las crisis económicas y las primeras fases por lo menos, de la estabilización; y el deterioro (o desaparición) de varios servicios sociales a los que éstos sectores tenían acceso, se han combinado para provocar una brusca caída de los ingresos y del nivel de vida de un número sin duda importante de miembros de los sectores medios. Por otra parte, diversos indicadores señalan que ciertas capas, en especial las integradas por quienes abastecen a los ricos (algunos profesionales de alto nivel de educación y propietarios de empresas dedicadas a bienes y servicios suntuarios), han mejorado notablemente su situación en estos años. Parece, por lo tanto, que "el medio" de nuestra sociedad se ha diversificado fuertemente: algunos se han desplazado en dirección al polo de los pobres y otros en dirección al de los ricos, en tanto que el "medio del medio" (es decir, los que más o menos han conservado sus posiciones originarias) se ha encogido. En este sentido, pese a la simplificación que entraña, la imagen del dualismo sigue siendo válida para América latina, y ahora más que nunca.


Hace algunas décadas se supuso que los sectores medios latinoamericanos serían los principales portadores de la modernización social, el desarrollo económico y la democracia. Por motivos que no discutiré aquí esas expectativas se disiparon pronto. No pretendo resucitarlas, pero creo que algunas capas de los sectores medios contemporáneos tendrán que desempeñar un papel clave en cualquier alianza política que pretenda atacar efectivamente la pobreza y la desigualdad. Puesto que la pobreza implica que los pobres son pobres en muchos recursos, no sólo económicos, es poco probable que ellos se organicen en forma autónoma y, sobre todo, que mantengan a lo largo del tiempo acciones colectivas apropiadas para superar su condición. Por otro lado, parto de la base de que la mayoría de los privilegiados va a preferir la opción de salida. En lo que respecta a los sectores medios cuyos ingresos y bienestar han disminuido agudamente y/o se acercan peligrosamente a la pobreza, sospecho que en mejor de los casos tienen igual probabilidad de apoyar coaliciones tendientes a mejorar la situación de los pobres como de oponerse a ellas
.


Esto nos deja, básicamente, con la franja media de los sectores medios. Muchos de los que pertenecen a esta franja son políticamente activos, altamente educados, bastante bien informados sobre el mundo en el que viven y dotados de fuertes aspiraciones de ascenso social. A los jóvenes entre ellos, la falta de trabajo (o de empleo razonablemente satisfactorio), así como los extremos de pobreza y opulencia con que se topan todos los días, pueden enajenarlos por completo. No obstante, quienes tienen las características mencionadas y, por ende, gozan de muchas de las ventajas de la vida moderna pero no pueden vivir como los ricos (en materia de vivienda, medios de  transporte, servicios de salud, etc.), tal vez son quienes más probablemente sean movilizados por, y movilicen, el tipo de coalición política arriba mencionada.


Como ya señalé, la posición estructural de otros segmentos de los sectores medios, crea graves limitaciones para que desempeñen colectivamente un papel activo en esfuerzos tendientes a superar la pobreza, y más aún la desigualdad. Pero limitaciones no son imposibilidades. Se las puede superar parcialmente (digo "parcialmente" porque sería un serio error suponer que en torno de estos asuntos puede lograrse una suerte de angélico consenso) con políticas imaginativas, argumentos convincentes, buenos ejemplos y, como sustento y refuerzo de todo eso, la creación de una coalición política apropiada. Dicha coalición debería tener como núcleo dinámico los valiosos, aunque a menudo esporádicos, esfuerzos colectivos de los pobres, los estratos medios a que aludí y, por cierto, los individuos altruistas que existen en todos los niveles de la estructura social. Tan pronto surja, esta coalición se verá sometida a duras pruebas. Una será de qué manera profundizar sus vínculos con los pobres y sus organizaciones apelando a un mínimo de clientelismo y de paternalismo. Otra será persuadir a la mayor parte de la opinión pública de que la orientación de las políticas que propone la coalición no es contraria a la estabilidad de los parámetros macroeconómicos básicos. Una tercera prueba se refiera a las relaciones de esta coalición con los sindicatos. Éste es un tema en el cual las generalizaciones sobre diversos países, y aun entre diversos sectores económicos y regiones de una mismo país, son muy riesgosas. Pero al menos me parece claro que si los sindicatos pretenden ser voceros de los intereses de los trabajadores en general (es decir, incluidos los desocupados y los empleados en el sector informal) serán un elemento de grande y positivo peso en la coalición. Por otro lado, dadas las condiciones sociales y económicas prevalecientes en América latina, temo que la mayoría de los sindicatos se limite a defender los intereses de los trabajadores ya empleados en el sector formal. En este supuesto la relación entre la coalición y los sindicatos estará puntuada tanto por acuerdos parciales como por serios (aunque, cabe esperar, no destructivos) conflictos.


Evidentemente, la creación y el desarrollo exitoso de una coalición como la que acabo de esbozar será, en el mejor de los casos, tarea sumamente ardua
. Su principal aglutinante sólo puede ser un motivo ético: el tratamiento decente que merece todo ser humano. Un motivo adicional es de interés público: el mejoramiento de la calidad de nuestras democracias equivale a avanzar hacia el logro de esa decencia como un valor colectivo de toda la sociedad. Por otro lado, si las  tendencias que he comentado en este texto siguen operando, lo dicho aquí no pasará de una vano ejercicio de la fantasía.
� Datos de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), Panorama Social de América Latina, Santiago de Chile, 1994.


� Como señala una publicación de - nada menos - el Fondo Monetario Internacional, "la pobreza no sólo está muy difundida en América latina y el Caribe, sino que aumentó en la última década. Se considera, en general, que la desigual distribución del ingreso es el motivo central de la pobreza existente en la región: el 20% más pobre de la población recibe menos del 4% del ingreso total".


� A partir de ahora, y salvo que el contexto exija otra cosa, aplicaré el rótulo genérico de "pobres" a ambas categorías. En todos los casos estamos hablando de gente realmente pobre. Según la metodología desarrollada en Cepal por Altamir y sus colaboradores, los individuos situados en el límite superior de la definición operacional de la pobreza apenas logran satisfacer sus necesidades básicas. Esto es aún más cierto en lo tocante a los estudios del Banco Mundial, en los que se fijó un punto de corte aun más bajo, de 60 dólares estadounidenses (de 1985) por persona y por mes, corregido para cada país por un índice del tipo de cambio según la paridad del poder adquisitivo.


� No hay opinión coincidente entre los diversos analistas en cuanto a si y en qué grado el crecimiento económico - suponiendo que se lo pueda mantener durante un período razonablemente prolongado - puede contribuir a la disminución de la pobreza (sin entrar a discutir la disminución de la desigualdad, que es cuestión aún más ardua). Por mi parte, me convencen los argumentos de que poco puede esperarse en relación con la disminución de la pobreza si las políticas económicas no cambian en varios sentidos importantes y además son acompañadas por adecuadas políticas sociales.


� Con ciertas salvedades. Parecería haber amplio acuerdo en cuanto a que la "descentralización" es siempre algo bueno. En términos abstractos, coincido con esta posición, pero la transferencia de recursos a gobiernos locales muy ineficientes, totalmente clientelistas y a menudo corruptos refuerza circuitos perversos de poder y agrava los problemas que presuntamente debería resolver la descentralización. Además, al transferir responsabilidades a los gobiernos locales sin acompañarlas de los recursos indispensables, la descentralización ha sido una manera útil ( aunque algo cínica y a mediano plazo contraproducente) de poner de relieve los "progresos" proclamados por los gobiernos centrales en la reducción de sus déficit.


� Esto no implica ignorar que, ya sea motivadas por altruismo, interés propio esclarecido, conveniencia tecnológica o una combinación de estos factores, algunas empresas se ocupan de capacitar adecuadamente y retener a parte de sus trabajadores. Esto es bueno, tanto para las empresas como para los trabajadores, pero comprende a una pequeña proporción de la fuerza laboral.


� Según Amartya Sen, la pobreza no sólo importa en sí misma, sino también porque reduce ciertas capacidades esenciales para la elección de modalidades de funcionamiento personal compatibles con la condición humana.


� Es la idea de que los gobernantes están sujetos a la obligación de rendir cuentas de su gestión y responsabilizarse legal y políticamente por ella, no sólo en el momento de las elecciones sino continuamente, frente a diversas organizaciones sociales y públicas. La carencia de una palabra que designe este concepto, es todo un símbolo.





� Refiriéndose a la aguda caída del gasto social público en América latina durante la década del ochenta, Rossella Cominneti ("Gasto social y ajuste fiscal en América latina, Cepal) afirma: "...a fines de esa década, los indicadores del gasto social evidenciaron un deterioro generalizado, sobre todo en términos del gasto social real per cápita así como en relación con el PBI, lo cual muestra que dicho deterioro no corresponde únicamente a la caída en el nivel de la actividad económica, sino también a la orientación de las medidas instrumentadas".


� Digo "parte" porque, luego de numerosos estudios llevados a cabo en los países altamente desarrollados, parece claro que en todos lados perduran bolsones de pobreza permanente que exigen intervenciones específicas para aliviar sus consecuencias más perjudiciales, en especial en lo que atañe a los niños. No obstante, los índices de pobreza e indigencia de América latina van muchos más allá de las cifras y proporciones relativamente pequeñas a que remite la metáfora de los "bolsones".


� Sin embargo, en Perú, Fujimori parece haber hallado la solución. Si es dable llevar a cabo un golpe de estado que cuenta con el franco apoyo de los militares pero mantiene en la cúpula del poder a un presidente electo; si las políticas económicas cuentan con la bendición de los actores nacionales e internacionales que más importan; si se logra derrotar a uno de los más crueles movimientos guerrilleros que hubo en la historia; si la economía comienza a crecer a ritmo rápido y, por último, si el presidente entronizado por el golpe es reelegido, entonces el golpe puede realizarse con un alto grado de impunidad internacional, aunque el Congreso y el poder judicial estén totalmente subordinados al ejecutivo, persistan groseras violaciones de los derechos humanos y las elecciones se lleven a cabo en forma que dista de ser inmaculada. Yeltsin, quien dirigió un golpe similar aunque más sangriento, en un país más grande y de mayor importancia geopolítica que el Perú, logró sus propósitos con menos factores a favor que Fujimori.


� Frente a lo cual el "argumento de Singapur" (o, hasta algún tiempo atrás, el "argumento cubano", curiosamente parecido) se apresura a señalar que ciertas poblaciones, sin contar con democracia alguna, gozan de un bienestar mayor y más difundido que nuestras democracias. Dado que se ha mostrado que es altamente probable que en nuestros países surjan regímenes autoritarios económicamente depredadores (y dado que el gobierno de Pinochet no es un buen ejemplo en lo respecta a pobreza y desigualdad) no me ocuparé aquí de este argumento.


� Como indicación de estos problemas, en una encuesta realizada recientemente en Brasil con 320 individuos que ocupan altos cargos públicos o privados, se les hizo la siguiente pregunta: "en su opinión, ¿cuál es la consecuencia negativa más importante del aumento de la pobreza en las grandes ciudades brasileras?". El 65,3% dieron respuestas que reflejan de qué manera dichos problemas afectan su vida personal: violencia, crímenes, inseguridad (51,4%); posibilidad de caos social (8,4%), y disminución de la calidad de vida para todos (5,5%).


� Un interesante experimento mental es imaginar el desquicio que provocaría en las familias acomodadas la desaparición de las empleadas domésticas.


� En un estudio cuantitativo comparativo, Edward Müller y Mitchell Seligson, comprobaron que la desigualdad es el factor negativo que más afecta los cambios en el nivel (o "calidad", como la llamo aquí) de la democracia.


� Ya vimos que en muchos de nuestros países se redujo en los últimos tiempos el gasto social (educación, vivienda, servicios urbanos y ciertos servicios de salud), que, en general y a menudo contra los objetivos enunciados por las políticas públicas, benefició más a estos estratos medios que a los pobres. Sumado a la pérdida en su nivel de ingresos, éste deterioro explica las demandas de esos estratos por recibir tratamiento preferencial del estado, así como su oposición, al menos implícita, a que se destinen mayores recursos a los pobres. He aquí otro gran desafío intelectual y político: diseñar políticas favorables a los pobres que sean capaces de superar ó eludir estos obstáculos. Una manera efectiva pero políticamente difícil de avanzar en esta dirección sería reducir el acento puesto actualmente en los impuestos indirectos regresivos (tal como el Impuesto al Valor Agregado) y aumentar los impuestos directos a los ingresos y la riqueza. 


� Dado el nivel de generalidad en el que me he situado en el presente texto, no puedo explayarme sobre este punto. En cada país, las posibilidades y modalidades de eventual surgimiento de una coalición de esta índole dependerán de las identidades políticas preexistentes en los sectores medios y populares, así como de la configuración de los respectivos sistemas de partidos.





